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OPINIÓN   JURÍDICA 

 

Silao de la Victoria, Guanajuato, 18 dieciocho de julio de 2025 dos mil 

veinticinco. 

En seguimiento a la iniciativa con proyecto de decreto, por la cual se 

propone adicionar un inciso c) a la fracción I, artículo 251 del Código de 

Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de 

Guanajuato, se señala lo siguiente: 

I. MARCO LEGAL 

ÚNICO. Atribución para emitir opiniones jurídicas. El Pleno del Tribunal 

de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato, de conformidad con 

la atribución consagrada en la fracción XVI del artículo 25 de la Ley 

Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato 

(en adelante la Ley Orgánica del Tribunal) está facultado para emitir 

opinión jurídica de iniciativas o proyectos sobre ordenamientos 

administrativos, a petición del Ejecutivo o del Congreso del Estado, que 

sean considerados para efectos de iniciativa. 

En atención a lo anterior, los comentarios que integran el presente 

documento solo constituyen la opinión jurídica de este Órgano 

Jurisdiccional, en función de los alcances y efectos que se pretenden dar 

a la iniciativa. 

 



 

2 

 

II. ANTECEDENTES 

PRIMERO. Recepción de solicitud para opinión jurídica. El 1 uno de julio 

de 2025 dos mil veinticinco, se tuvo por recibida la Iniciativa –referida en 

el proemio del presente– en la Secretaría General de Acuerdos, para 

efecto de opinión jurídica de este Tribunal.  

SEGUNDO. Despacho de la correspondencia del Tribunal. Con 

fundamento en el artículo 27 fracción VII, de la Ley Orgánica del Tribunal, 

por parte de la Secretaría General de Acuerdos de dicho Órgano de 

Justicia, se listó como asunto general la petición referida en el punto que 

antecede para los efectos conducentes. 

TERCERO. Vista al Pleno del Tribunal. Posteriormente, en la Sesión 

Ordinaria número 26, celebrada el 9 nueve de julio del año 2025 dos mil 

veinticinco, se dio cuenta al Pleno del Tribunal, y se remitió un tanto de la 

Iniciativa a los Magistrados que lo integran, para efecto de recabar sus 

consideraciones, y posteriormente conformar la opinión jurídica 

respectiva. Lo anterior con fundamento en lo previsto por el artículo 27 

fracción XI, de la Ley Orgánica del Tribunal. 

Por lo que, una vez conjuntados los comentarios vertidos por las 

Magistradas y Magistrados de cada una de las Salas de este Órgano de 

Justicia, mediante Sesión Extraordinaria de Pleno número 33, celebrada el 

16 dieciséis de julio de 2025 dos mil veinticinco, se aprobó este documento 

en los términos que más adelante se detallan; en consecuencia se 

conformó la actual opinión jurídica. 
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En atención a lo anterior el Pleno, por conducto de la Presidencia de 

este Órgano de Justicia, procede en forma respetuosa a emitir opinión 

jurídica sobre la iniciativa presentada por el Grupo Parlamentario de 

Morena, a efecto de adicionar un inciso c) a la fracción I, artículo 251 del 

Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los 

Municipios de Guanajuato. 

 

III. Comentario general sobre la viabilidad de la propuesta. 

La propuesta de reforma al artículo 251 del Código de Procedimiento 

y Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato parte de un propósito 

noble y legítimo: fortalecer el acceso de los pueblos y comunidades 

indígenas y afromexicanas a los procesos jurisdiccionales administrativos. 

Reconocer su derecho a participar activamente en defensa de sus 

intereses colectivos es una medida que refleja sensibilidad social y 

responde a los principios de igualdad, no discriminación y protección de 

los derechos humanos consagrados en la Constitución y en tratados 

internacionales. 

No obstante, desde una perspectiva técnico-jurídica, es importante 

destacar que el actual Código ya contempla mecanismos a través de los 

cuales estas comunidades pueden intervenir en los procesos 

administrativos cuando acreditan un interés jurídico concreto. La figura 

del tercero con derecho incompatible —prevista en los artículos 250 y 

251— permite que cualquier persona física o moral, incluyendo 
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autoridades indígenas, pueda intervenir en el proceso cuando tenga un 

derecho protegido que se vea afectado por la pretensión del actor. 

 

IV. INTRODUCCIÓN 

 

Señala Manuel Atienza, que en el proceso de producción de leyes se 

deben de considerar una serie de interacciones que tienen lugar entre 

elementos distintos, proponiendo a la par cinco niveles de razonabilidad: 

«una racionalidad lingüística (R1), en cuanto que el emisor (edictor) debe 

ser capaz de transmitir con fluidez un mensaje (la ley) al receptor 

(destinatario); una racionalidad jurídico-formal (R2), pues la nueva ley 

debe insertarse armoniosamente en un sistema jurídico; una racionalidad 

pragmática (R3), pues la conducta de los destinatarios tendría que 

adecuarse a lo prescrito en la ley; una racionalidad teleológica (R4), pues 

la ley tendría que alcanzar los fines sociales perseguidos; y una 

racionalidad ética (R5), pues las conductas prescritas y los fines de las 

leyes presuponen valores que tendrían que ser susceptibles de justificación 

ética.»1  

 

1 ATIENZA, Manuel (2000): «Contribución para una Teoría de la Legislación», CARBONELL, Miguel y 

PEDROZA de la Llave, Susana Thalía (Coordinadores). Elementos de Técnica Legislativa, UNAM, México, p. 

19. 
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De la exposición de motivos del Código de Procedimiento y Justicia 

Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato2, se advierte 

que la finalidad de la creación de dicha legislación fue: 

a) Compilar en un solo ordenamiento las disposiciones aplicables 

tanto en sede administrativa como en sede jurisdiccional; y 

b) Se trataba de evitar que el particular fuera sometido a diversos 

procedimientos administrativos atendiendo a la materia de 

actuación. 

A través del procedimiento se ejerce un control sobre la 

Administración Pública, obligándole a respetar las formalidades mínimas 

para que pueda exteriorizar su actuación. Esas formalidades se convierten 

a su vez en derechos que el particular tiene. 

Por su propia naturaleza el procedimiento administrativo delinea el 

sendero por el cual se encauza la acción jurídica de los órganos de la 

administración pública que ejercen potestades administrativas, 

respetando los principios constitucionales de seguridad y legalidad. 

Además, da certidumbre a la sociedad y se abona al fortalecimiento de 

la confianza legítima que debe generar todo poder público, enlazada a 

 

2 Consultable en:  

https://congresogto-

my.sharepoint.com/personal/sjaramillo_congresogto_gob_mx/_layouts/15/onedrive.aspx?id=%

2Fpersonal%2Fsjaramillo%5Fcongresogto%5Fgob%5Fmx%2FDocuments%2FInic%2E%2059143%20

del%20CPYJA%20%2Epdf&parent=%2Fpersonal%2Fsjaramillo%5Fcongresogto%5Fgob%5Fmx%2F

Documents&ga=1  

https://congresogto-my.sharepoint.com/personal/sjaramillo_congresogto_gob_mx/_layouts/15/onedrive.aspx?id=%2Fpersonal%2Fsjaramillo%5Fcongresogto%5Fgob%5Fmx%2FDocuments%2FInic%2E%2059143%20del%20CPYJA%20%2Epdf&parent=%2Fpersonal%2Fsjaramillo%5Fcongresogto%5Fgob%5Fmx%2FDocuments&ga=1
https://congresogto-my.sharepoint.com/personal/sjaramillo_congresogto_gob_mx/_layouts/15/onedrive.aspx?id=%2Fpersonal%2Fsjaramillo%5Fcongresogto%5Fgob%5Fmx%2FDocuments%2FInic%2E%2059143%20del%20CPYJA%20%2Epdf&parent=%2Fpersonal%2Fsjaramillo%5Fcongresogto%5Fgob%5Fmx%2FDocuments&ga=1
https://congresogto-my.sharepoint.com/personal/sjaramillo_congresogto_gob_mx/_layouts/15/onedrive.aspx?id=%2Fpersonal%2Fsjaramillo%5Fcongresogto%5Fgob%5Fmx%2FDocuments%2FInic%2E%2059143%20del%20CPYJA%20%2Epdf&parent=%2Fpersonal%2Fsjaramillo%5Fcongresogto%5Fgob%5Fmx%2FDocuments&ga=1
https://congresogto-my.sharepoint.com/personal/sjaramillo_congresogto_gob_mx/_layouts/15/onedrive.aspx?id=%2Fpersonal%2Fsjaramillo%5Fcongresogto%5Fgob%5Fmx%2FDocuments%2FInic%2E%2059143%20del%20CPYJA%20%2Epdf&parent=%2Fpersonal%2Fsjaramillo%5Fcongresogto%5Fgob%5Fmx%2FDocuments&ga=1
https://congresogto-my.sharepoint.com/personal/sjaramillo_congresogto_gob_mx/_layouts/15/onedrive.aspx?id=%2Fpersonal%2Fsjaramillo%5Fcongresogto%5Fgob%5Fmx%2FDocuments%2FInic%2E%2059143%20del%20CPYJA%20%2Epdf&parent=%2Fpersonal%2Fsjaramillo%5Fcongresogto%5Fgob%5Fmx%2FDocuments&ga=1
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la inminente obligación de abstenerse de actuar ilegitima, arbitrariamente 

o por vías de hecho. 

 

V. CONTENIDO DE LA INICIATIVA: 

 

 La iniciativa en análisis propone adicionar el inciso c) a la fracción I, 

del artículo 251 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa 

para el Estado y los Municipios de Guanajuato, con el fin de considerar a 

las autoridades de los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas 

como partes procesales. 

 

 Lo anterior, ya que consideran que de esta forma se les estaría 

reconociendo la legitimación que les otorga la Constitución Federal, para 

salvaguardar sus derechos contemplados en la misma; además de que, 

con ello se les hará efectiva la garantía a la tutela jurisdiccional 

contemplada en el artículo 17 de nuestra Constitución Federal. 

 

VI. COMENTARIOS: 

La intención de la iniciativa es ampliar la participación de actores en 

el proceso además de terceros, podría considerarse innecesario modificar 

la estructura procesal existente para otorgarles una calidad de actor sin 

considerar el interés jurídico que pudiera detentar. Para lo que, sería 

recomendable reflexionar cuidadosamente si esta ampliación no 

confunde el interés jurídico —propio del proceso contencioso 

administrativo— con el interés legítimo, concepto que pertenece al juicio 
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de amparo y a otras materias especializadas. Incorporar figuras ajenas al 

diseño procesal administrativo podría generar inseguridad jurídica y 

dificultar el análisis de procedencia de las demandas. 

La calidad de actor en el proceso administrativo está actualmente 

reservada a quien acredita un derecho subjetivo afectado. Permitir el 

acceso directo como actor a las autoridades delegadas indígenas, sin 

precisar si su representación es en defensa de un derecho jurídico o de un 

interés legítimo colectivo, introduce un riesgo procesal: que se admita 

como parte a quien no justifica un agravio real en los términos del Código. 

Esto podría debilitar los principios procesales básicos como la certeza y la 

seguridad jurídica y causar confusión en asuntos de demandas colectivas 

de participación indígena que deben ser en la vía del amparo y que es 

donde pueden hacer valer derechos colectivos. 

En este sentido, el objetivo de garantizar la participación indígena 

podría alcanzarse mediante lineamientos claros o protocolos específicos 

que fortalezcan su acceso efectivo a los tribunales, sin necesidad de 

alterar las reglas procesales fundamentales. Reconocer su calidad de 

terceros con derecho incompatible, cuando proceda, asegura ya su 

intervención sin vulnerar el principio de legalidad ni las reglas sobre 

legitimación activa. 

El interés legítimo, como categoría jurídica, permite la defensa de 

situaciones jurídicas difusas o colectivas, pero corresponde al juicio de 

amparo y no al proceso contencioso administrativo. Desdibujar esa 

frontera puede provocar interpretaciones erróneas y problemas 
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operativos en los tribunales, al recibir demandas sin base en un derecho 

subjetivo afectado, lo que comprometería la eficacia del sistema. 

Además, otorgar una calidad procesal, sin precisar requisitos mínimos 

como la acreditación de representación legítima, la existencia de un 

agravio concreto o la delimitación de las materias en que pueden 

intervenir, puede generar planteamientos improcedentes y congestionar 

innecesariamente los órganos jurisdiccionales. Lo que no beneficia a las 

comunidades, por el contrario podría erosionar la confianza en el sistema 

y entorpecer su acceso real y efectivo a la justicia. 

Ahora bien se debe cuidar que bajo la legítima intención de proteger 

los derechos indígenas, se creen figuras procesales que terminen 

generando privilegios injustificados o que vulneren el principio de igualdad 

procesal. La participación diferenciada debe responder a criterios 

técnicos claros y a objetivos constitucionales precisos, evitando 

concesiones generales sin sustento. 

En ese contexto, sería bueno explorar alternativas como el desarrollo 

de protocolos de actuación, o la emisión de lineamientos administrativos 

para el acompañamiento jurídico de las comunidades, garantizando así 

su acceso a la justicia sin alterar el núcleo del proceso contencioso. Esta 

vía fortalecería sus derechos sin comprometer los principios estructurales 

del derecho administrativo. 
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CONCLUSIONES: 

Finalmente, debe reconocerse que la iniciativa tiene un fondo valioso 

y socialmente justo. Sin embargo, en atención a los principios de 

legalidad, seguridad jurídica y debido proceso, sería recomendable 

revisar cuidadosamente su redacción, buscando preservar la coherencia 

del sistema procesal vigente y asegurando que cualquier modificación 

sea precisa, acotada y funcional. Así se protegerán adecuadamente los 

derechos de las comunidades indígenas sin comprometer la estabilidad 

del marco jurídico. 

 

La anterior opinión la emite el Pleno de este Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de Guanajuato, con la intención de aportar al 

trabajo legislativo, con el ánimo de construir un mejor estado de derecho 

y proporcionar seguridad jurídica a los particulares y a sus derechos 

humanos, reconocidos por la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos.  

 


